Presentan Amicus Curiae ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos

Caso Nº 12.034; Benvenuto Torres, Carlos y Otros c. República de Perú

Presentado por: 

CENTRO DE ESTUDIOS LEGALES Y SOCIALES (CELS)



Honorable Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

Juana Kweitel y Julieta Rossi, abogadas, en representación del Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS), constituyendo domicilio en la calle Rodríguez Peña 286, 1er. Piso, Ciudad Autónoma de Buenos Aires, República Argentina, se dirigen respetuosamente a esa Ilustre Comisión y manifiestan: 

I- SOLICITUD DE SER CONSIDERADOS AMICUS CURIAE
Venimos a presentarnos en el caso No. 12.034, “Carlos Torres Benvenuto y otros c. Perú”, que tramita ante esa Ilustre Comisión y sometemos a su consideración el presente memorial en derecho, en calidad de Amici Curiae (“amigo de la Corte”), en el que ofrecemos un análisis fáctico y jurídico pormenorizado de las violaciones cometidas por el Estado de Perú contra cinco pensionistas de una entidad pública sujetos al régimen pensionario establecido por el Régimen de Pensiones y Compensaciones de los Servidores Civiles del Estado peruano que regula el decreto ley Nº 20.530. 

El Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS) con sede en la Argentina es una organización no gubernamental dedicada a la promoción y protección de los derechos humanos y el fortalecimiento del sistema democrático y el Estado de Derecho en Argentina, que desarrolla sus actividades especialmente desde el punto de vista técnico-legal. Entre sus mandatos específicos se encuentra el de contribuir al desarrollo progresivo del derecho internacional de los derechos humanos, a través de la utilización de instrumentos judiciales y cuasi-judiciales de derecho interno e internacional. En ese marco, cuenta con un Programa de Derechos Económicos, Sociales y Culturales cuyo principal objetivo es promover un mayor grado de conocimiento acerca de la potencialidad del sistema legal para garantizar estos derechos y explorar diferentes vías de exigibilidad, particularmente a través del litigio de casos. 

II- INTERES DEL AMICUS CURIAE

Como organización no gubernamental dedicada a la promoción de los derechos humanos, entre ellos los derechos económicos, sociales y culturales, resulta particular el interés en la resolución de este caso en razón de que en él se discute la aplicación de derechos categorizados como económicos, sociales  y culturales. Entre ellos, los derechos a la seguridad social, a la  salud, así como el derecho a la protección judicial efectiva y el debido proceso legal como medio indiscutible de su tutela.  

Estimamos de particular trascendencia el rol que esa Honorable Comisión puede desempeñar en el presente caso en atención a las materias involucradas, hasta el presente escasamente desarrolladas por los órganos de control del sistema interamericano de protección de los derechos humanos.

Las personas jubiladas que se encuentran tramitando el reclamo de sus haberes previsionales han sido sometidas a un circuito judicial interminable que les ha impedido hacer efectivos los derechos de los que son titulares. El Estado de Perú se niega a hacer efectivas las sentencias favorables obtenidas por los peticionarios en el caso.

Esa Ilustre Comisión debe reparar con atención en que esta situación está conduciendo a que los jubilados fallezcan sin que vean efectivizado su derecho a gozar de una vejez digna contando con recursos económicos para solventar los gastos mínimos para su subsistencia. El incumplimiento de las sentencia firmes pasadas en autoridad de cosa juzgada y en consecuencia la ineficacia de los recursos judiciales hace inviable el goce de los derechos a la seguridad social, a la salud, integridad física y psíquica. 

Uno de los peticionarios del caso, el Sr. Maximiliano Gamarra Ferreira, ha fallecido durante el trámite del caso, sin que su derecho haya sido concretado.  La muerte del peticionario referido es elocuente al respecto. 

La decisión que eventualmente adopte la Comisión será entonces de la de mayor importancia para el logro de una efectiva protección de los derechos económicos, sociales y culturales, particularmente los derechos que competen a las personas mayores de edad, en el ámbito interno de los Estados integrantes del sistema interamericano de protección de los derechos humanos.

Tal como no podrá escapar a esa Comisión, la debida protección judicial, así como el respeto irrestricto de la garantía del debido proceso legal, constituyen una fuente de resguardo de inestimable valor para la efectiva vigencia de los derechos económicos, sociales y culturales. 

Indudablemente, los derechos económicos y sociales se hallan expuestos en mayor medida  a la arbitrariedad de los órganos administrativos, pues suele ser mayor el margen de discrecionalidad del Estado para la determinación del contenido del derecho. En este contexto, “‘el proceso con las debidas garantías’ y la ‘revisión judicial amplia de las decisiones administrativas’ son cuestiones que deben generar un minucioso trabajo de la jurisprudencia a nivel interno e internacional”
.

En este caso, la protección judicial ineficaz en el ámbito interno provoca el desconocimiento por parte del Gobierno de Perú de los derechos a la seguridad social y en consecuencia de los derechos a la salud, a la vida y a la  integridad personal, entre otros, de los que son titulares los peticionarios en el caso. 

Por otro lado, es de hacer notar que en materia de derechos económicos, sociales y culturales los Estados se han comprometido a no retrotraer el nivel de goce alcanzado; las obligaciones de progresividad y no regresividad implican la prohibición para el Estado de adoptar medidas que empeoren la situación de los derechos económicos, sociales y culturales de los que gozaba la población una vez adoptado el tratado internacional respectivo. Esto resulta evidente ya que desde el momento que el Estado se obliga a mejorar una situación existente, simultáneamente asume la prohibición de reducir los niveles de protección de estos derechos. La prohibición no es absoluta. Sin embargo, una medida medida deliberadamente regresiva requerirá la más cuidadosa consideración y deberá ser justificada plenamente por referencia a la totalidad de los restantes derechos económicos y sociales y en el contexto del aprovechamiento del máximo de los recursos de que se dispone
. En este caso, el Estado peruano no se hallaba legalmente habilitado para reducir los haberes previsionales de las personas mayores de edad.

Por último, resulta pertinente advertir  que el estado de protección de los derechos económicos, sociales y culturales en el ámbito americano resulta poco alentador. En consecuencia, esta gama de derechos requieren de la atención inmediata de todos los actores del sistema interamericano de protección de los derechos humanos. 

La pobreza, la desigualdad y la ignorancia amenazan cualquier progreso que pueda alcanzarse en relación a la democracia y el respeto de los derechos civiles y políticos
. Únicamente una visión integradora de los derechos civiles y políticos y de los derechos económicos, sociales y culturales puede erigirse en el motor de una política real de promoción y protección de los derechos humanos. 

Nos acercamos entonces a esa Ilustre Comisión en calidad de "Amici Curiae" con el objeto de propugnar un rol activo de los órganos del sistema interamericano en la defensa de los derechos económicos, sociales y culturales y en particular, a fin de poner de manifiesto la importancia fundamental del  derecho a la protección judicial y el debido proceso en la protección del derecho a la seguridad social de las personas mayores de edad. 
III. ANTECEDENTES 

III. 1.  Breve resumen de los hechos

Los denunciantes se desempeñaron durante toda su vida laboral como empleados de la Superintendencia de Banca y Seguros del Perú (en adelante SBS). Al cesar de trabajar, la SBS debía reconocerles la calidad de titulares y beneficiarios de los derechos establecidos por el régimen de pensiones y compensaciones para los servidores civiles del Estado. Estos derechos se encuentran regulados en el Decreto Ley Nº 20.530, norma a la que estaban sujetos los trabajadores de la SBS como lo indica el Decreto Legislativo Nº 197 en sus artículos 35 y 39. 


Al momento del cese en sus actividades, la SBS les reconoció el derecho a contar con una pensión de cesantía. De acuerdo al Decreto Ley 20530, la Ley Nº 23495 y su Reglamento y el Decreto Supremo Nº 015-83-PCM, esta pensión es nivelable con la remuneración del titular en actividad que ocupa el mismo puesto o cumple la misma función que los denunciantes al momento de pasar al retiro.


Sin embargo, a partir de setiembre de 1992, la SBS redujo los montos de las pensiones de los denunciantes. Estas reducciones fueron sustanciales, obteniendo la quinta o sexta parte de los montos que recibían. La decisión fue unilateral y sin que existiese un debido procedimiento administrativo en el que los denunciantes pudiesen hacer valer sus derechos. 


Al haberse violado los derechos constitucionales de los denunciantes, éstos acudieron en octubre de 1992 al Poder Judicial iniciando en forma independiente sendas demandas de amparo en las que solicitaban se les repongan sus pensiones a los montos que les correspondían legalmente. Cabe indicar que el proceso de amparo, regulado en el artículo 200 numeral 2 de la Constitución de 1993 y en el artículo 295 de la Constitución anterior (1979), tiene por objeto proteger en sede judicial los derechos fundamentales de la persona distintos a la libertad individual. 


En mayo de 1994 la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema de Justicia declaró fundadas las demandas de amparo interpuestas por los denunciantes. Las sentencias ordenaban a la SBS restituir a los denunciantes su derecho a disfrutar de su pensión nivelada de acuerdo a los haberes de sus homólogos en actividad. Estas sentencias tienen carácter de cosa juzgada y son de cumplimiento obligatorio por ser la Corte Suprema la última instancia en los procesos de amparo en caso que se declare fundada la pretensión. 


Sin embargo, hasta la fecha no se ha cumplido con nivelar las pensiones de los denunciantes como lo ordenan las sentencias judiciales. Los denunciantes han intentado por todos los medios hacer valer sus derechos sin obtener el resultado esperado. 


Es de hacer notar que el Estado se viene negando a cumplir con el pago de las pensiones niveladas, bajo el argumento que la SBS ya les abonó el monto adeudado y que a partir de la vigencia del Decreto Ley Nº 25792 (artículo 5º), publicado el 23 de octubre de 1992, compete al Ministerio de Economía y Finanzas efectuar el pago de las pensiones correspondientes a los cesantes y jubilados de la SBS. 

III. 2. Trámite ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
Mediante petición presentada a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos con fecha 1º de febrero de 1998, luego ampliada mediante comunicación de fecha 25 de mayo del mismo año, el Programa de Derechos Humanos del Centro de Asesoría Laboral del Perú (CEDAL) y la Asociación Pro-Derechos Humanos (APRODEH), así como los interesados por su propio derecho, denunciaron que la República del Perú violó los derechos humanos de los Srs. Carlos Torres Benvenuto, Javier Mujica Ruiz-Huidobro, Guillermo Álvarez Fernández, Reymer Bartra Vásquez y Maximiliano Gamarra Ferreira. 

Con estos antecedentes, el 16 de julio de 1998, la Comisión abrió el Caso 12.034, Perú, dando lugar a un prolongado intercambio de alegatos por ambas partes. En junio de 1999, la Defensoría del Pueblo del Perú presenta ante la Comisión un recurso de Amicus Curiae a favor de los peticionarios, solicitando a la Comisión tener en cuenta los argumentos en él aportados al momento de resolver.  

Dos meses más tarde, el 27 de septiembre de 1999, tras un largo y fecundo debate entre las partes y a través de su Informe Nº 89/99, la Comisión consideró formalmente tener competencia para conocer este caso al ser la petición planteada, de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, admisible. Asimismo, y de acuerdo con los fundamentos de hecho y de derecho citados en el mismo informe, esta Honorable Comisión resolvió notificar esta decisión a los peticionarios y al Estado, continuando con el análisis del fondo de la cuestión; poniéndose a disposición de las partes con el fin de alcanzar una solución amistosa fundada en el respeto de los derechos consagrados en la Convención Americana. Acto seguido, se invitó a ambas partes a pronunciarse sobre tal posibilidad. 

Así lo hicieron los peticionarios, quienes oportunamente manifestaron mediante comunicaciones de fechas 28 de Octubre y 13 de Diciembre respectivamente - tanto a la Comisión como al gobierno peruano - estar dispuestos a arribar a una vía de arreglo que permitiera una justa solución a la controversia planteada con respeto a los derechos fundamentales garantizados por la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH).

El gobierno peruano comunicó a los peticionarios, mediante oficio del Presidente de su Consejo de Ministros Nº 539-99-PCM/DM, fechado el 21 de Diciembre de 1999, que se encontraba evaluando la propuesta de solución amistosa formulada. No obstante, las tratativas respectivas nunca se produjeron debido a la total ausencia de voluntad del Estado peruano de llegar a ningún arreglo en el marco de lo previsto por la Convención.

Con fecha 27 de marzo de 2000, los peticionarios comunicaron este hecho a la Comisión, solicitando que se emita a la brevedad y en cuanto fuera posible un pronunciamiento de méritos sobre el fondo del asunto planteado; y que, conforme lo acreditado en autos y a lo oportunamente expresado por la Defensoría del Pueblo mediante su recurso de Amicus Curiae, se declarara al Estado peruano en violación de la Convención.

IV- ESTRUCTURA DEL AMICUS CURIAE

Teniendo en cuenta los hechos origen de esta denuncia, la importancia del respeto a la debida protección judicial y la garantía del debido proceso legal para la efectiva protección de los derechos que se han visto conculcados en este caso, es que hemos decidido concentrarnos en el tratamiento de los siguientes derechos: 

1) Protección judicial y debido proceso (arts. 8 y 25 de la Convención Americana sobre derechos Humanos -en adelante, la Convención o la CADH-); 

2) Seguridad Social (art. 9 del Protocolo de San Salvador; arts. XVI de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre –en adelante la Declaración o la DADH-).

V- VIOLACIONES A LA CONVENCION AMERICANA SOBRE DERECHOS  HUMANOS COMETIDAS POR EL ESTADO DE PERU

V.1. Protección judicial y debido proceso (8 y 25 de la CADH)

V.1.a.  Generalidades


La protección judicial efectiva, así como la cláusula del debido proceso legal, se erigen en una de las piedras basales del sistema de protección de derechos, ya que de no existir una adecuada protección judicial de los derechos consagrados en el ámbito interno de los Estados –ya sea en su legislación interna o en los textos internacionales de derechos humanos-, su vigencia se torna ilusoria. 

Tal como lo ha dicho la Corte Interamericana, el derecho a la protección judicial efectiva, “constituye uno de los pilares básicos, no sólo de la Convención Americana, sino del propio Estado de Derecho en una sociedad democrática en el sentido de la Convención
”. Lo importante de estas garantías es su pervivencia más allá de los avatares políticos de los Estados. De ahí que la Corte haya dicho que "las garantías sirven para proteger, asegurar o hacer valer la titularidad o el ejercicio de un derecho. Como los Estados Partes tienen la obligación de reconocer y respetar los derechos y libertades de la persona, también tienen la de proteger y asegurar su ejercicio a través de las respectivas garantías, vale decir, de los medios idóneos para que los derechos y libertades sean efectivos en toda circunstancia"
.
En igual orden de ideas, "el derecho a un recurso sencillo, rápido y efectivo ante los jueces o tribunales nacionales competentes, consagrado en el artículo 25 de la Convención, es una garantía judicial fundamental mucho más importante de lo que uno pueda prima facie suponer, y que jamás puede ser minimizada. Constituye, en última instancia, uno de los pilares básicos no sólo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, como del propio Estado de Derecho en una sociedad democrática (en el sentido de la Convención). Su correcta aplicación tiene el sentido de perfeccionar la administración de la justicia a nivel nacional, con los cambios legislativos necesarios a la consecución de este propósito. El origen poco conocido de esta garantía judicial es latinoamericano, de su consagración originalmente de la Declaración Americana sobre los Derechos y Deberes de Hombre (de abril de 1948) fue transplantada a la Declaración Universal de los Derechos Humanos (de diciembre de 1948), y de ahí a las Convenciones Europea y Americana sobre Derechos Humanos (arts. 13 y 25, respectivamente), así como al Pacto de Derechos Civiles y Políticos. Bajo la Convención Europea de Derechos Humanos, en particular, ha generado una considerable jurisprudencia, a la par de un denso debate doctrinal”
.

Em igual línea de pensamiento, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en reiteradas oportunidades se refirió al “prominente lugar que el derecho a un juicio justo ocupa en una sociedad democrática según el significado otorgado por el Convenio”
, circunstancia que trae como consecuencia que “no puede haber justificación en interpretar el artículo 6.1. de la Convención restrictivamente”.


La totalidad de los instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos recogen normas en las que se consagra el derecho a la tutela judicial efectiva, así como al debido proceso legal
. Sin embargo, no todas le reconocen la misma amplitud. En los ámbitos europeo y universal, los derechos a la protección judicial y al debido proceso legal están limitados a las acusaciones de carácter penal y a los derechos y obligaciones de carácter civil. No obstante esta limitación, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (en adelante TEDH, Tribunal Europeo, indistintamente)  efectuando una interpretación amplia, reconoció la aplicación de esta cláusula a ciertos derechos económicos y sociales. En efecto, esta cláusula sirvió de base para extender la protección que de ella se deriva a derechos reconocidos en el ámbito interno y en otros instrumentos de derechos humanos. Ha sido, “por lo demás, el punto de partida para el trabajo de interpretación más importante en pos de brindar resguardo a algunos derechos económicos y sociales
”. La cuestión fue analizada por el TEDH en los casos “Deumeland”
 y “Fledbrugge”
.


El ámbito americano, en cambio, prevé un amplio ámbito de aplicación del derecho a la protección judicial en relación al espectro de derechos que se encuentran amparados, ya que no realiza ningún tipo de distinción. Es de señalar, entonces, que en el sistema interamericano la discusión entablada en el ámbito europeo en referencia a la categoría de derechos que está amparada por el derecho a la tutela judicial efectiva y por la garantía del debido proceso legal, se encuentra sellada por la norma de meridiana claridad contenida en el artículo 8 de la Convención, en tanto sostiene que es aplicable “a cualquier proceso en el que se determinen obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otra índole”. En este sentido, “el derecho a un proceso justo, consagrado por el artículo 8.1. de la Convención Americana, no se limita a procesos penales, sino que se extiende a los procesos que tienden a la ´determinación de derechos u obligaciones de carácter civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter´, a tenor de la cláusula correspondiente de la Convención Americana"
. 


Surge en consecuencia explícita la obligación positiva del Estado en el marco del sistema interamericano de protección de los derechos humanos, de garantizar la provisión de recursos judiciales efectivos en relación a los derechos económicos, sociales y culturales, así como su sustanciación en el marco del debido proceso legal.

Tal como se refiriera, el sistema interamericano de protección de los derechos humanos reconoce ampliamente el derecho a la tutela judicial efectiva y al debido proceso legal en los artículos 8 y 25 de la CADH y en el artículo XVIII de la DADH. 

El artículo 8.1. de la CADH establece: 

"Toda persona tiene derecho a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable por un juez o tribunal competente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella,  o para la determinación de sus derechos  y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter".

Estas garantías mínimas a ser tenidas en cuenta en todo proceso judicial son conocidas como debido proceso legal
, y en opinión de la Corte, incluyen los requerimientos necesarios para asegurar una adecuada protección a aquellas personas cuyos derechos y obligaciones dependen de una determinación judicial. Es tal su relevancia, que la propia Convención exime al peticionario del agotamiento de los recursos internos, en caso de verificarse la ausencia de este debido proceso en el derecho interno del Estado demandado
. En igual sentido se ha manifestado la Comisión Interamericana
.

La Corte Interamericana ha señalado que “... el artículo 8 no contiene un recurso judicial propiamente dicho, sino el conjunto de garantías que deben observarse en las instancias procesales para que pueda hablarse de verdaderas y propias garantías judiciales según la Convención (...). Este artículo 8 reconoce el debido proceso legal, que abarca las condiciones que deben cumplirse para asegurar la verdadera defensa de aquellos cuyos derechos u obligaciones están bajo consideración judicial..."
.
Resulta en este punto pertinente hacer referencia a la Observación General N° 3 emitida por el Comité de Derechos Humanos -órgano de aplicación del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos -, en relación al artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que prevé el derecho a un proceso justo. En este comentario, el Comité estableció: “En la segunda frase del párrafo 1 del artículo 14, se dispone que toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías. En el párrafo 3 se detallan esas garantías en relación con los procesos penales. Ahora bien, las exigencias formuladas en el párrafo 3 son requisitos mínimos, cuya observancia no es siempre suficiente para asegurar un proceso que llene los requisitos previstos en el párrafo 1”. 

Según O´Donnell, “el individuo no sólo tiene derecho a ser juzgado con el debido respeto de todas las garantías procesales reconocidas por la normativa internacional, sino a ser juzgado ´con justicia´, a tenor de la Declaración Universal"
.

El citado autor sostiene que en el ámbito interamericano, el derecho a un proceso justo previsto en la Convención Americana, al igual que en el ámbito universal, tiene una dimensión que trasciende el cumplimiento de las garantías especificadas en el texto. Para así concluir sostiene que “además, la doctrina del Comité de Derechos Humanos, que considera que el derecho a un proceso justo tiene una dimensión que trasciende el cumplimiento de las garantías específicas enumeradas en el Pacto, no está fundamentada únicamente en la formulación del artículo 14.1, sino también en la cláusula inicial del artículo 14.3, que advierte que las garantías allí enumeradas son ´garantías mínimas´. Esta cláusula, que el Comité interpreta como una nómina de garantías mínimas no taxativa, figura también en el artículo 8.2. de la Convención Americana, de manera que la lógica de su interpretación se aplica también a este último instrumento"
.

En el mismo orden de ideas, respecto de la formulación contenida en el Convenio Europeo en su artículo 6.1, se sostiene que “el derecho a un juicio justo tiene un final abierto, es de naturaleza residual”. En efecto, “provee una oportunidad tanto para agregar otros derechos no especificados en el artículo 6 que son considerados esenciales para un juicio justo y para decidir si un juicio justo ha ocurrido en relación a los hechos de un caso determinado cuando el procedimiento es tomado como un todo... Un número de derechos específicos han sido, en efecto, adicionados al art. 6.1. a través de la garantía del juicio justo. Aquellos mejor establecidos son los derechos a un juicio oral y la igualdad de armas"
.
Por su parte, el artículo 25 de la Convención establece: “1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aún cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en el ejercicio de sus funciones oficiales.

2. Los Estados partes se comprometen:

 a. a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga el recurso;

b. a desarrollar las posibilidades del recurso judicial, y

c. a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso”.

A su vez, la Declaración Americana sobre Derechos y Deberes del Hombre, en su artículo XVIII, establece: "Toda persona puede ocurrir a los tribunales para hacer valer sus derechos. Asimismo debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por el cual la justicia lo ampare contra actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo alguno de los derechos consagrados constitucionalmente".  

Por otra parte, "los artículos 25 y 1.1 de la Convención se refuerzan mutuamente, en el sentido de asegurar el cumplimiento de uno y de otro en el ámbito del derecho interno: los artículos 25 y 1.1 requieren, conjuntamente, la aplicación directa de la Convención Americana en el derecho interno de los Estados partes. En la hipótesis de supuestos obstáculos de derecho interno, entra en operación el artículo 2 de la Convención, que requiere la armonización con ésta del derecho interno de los Estados Partes. Estos últimos se encuentran obligados, por los artículos 25 y 1.1 de la Convención, a establecer un sistema de recursos internos sencillos y rápidos, y a dar aplicación efectiva a los mismos. Si de facto no lo hacen, debido a supuestas lagunas o insuficiencias del derecho interno, incurren en violación de los artículos 25, 1.1. y 2 de la Convención
.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en diversos pronunciamientos, ha establecido las pautas para determinar los casos en que puede considerarse que el denunciante ha agotado los recursos de la jurisdicción interna de acuerdo a los principios de derechos internacional generalmente reconocidos, pronunciándose en consecuencia acerca de las condiciones que debe reunir un recurso judicial a la luz de las previsiones de la Convención.

Tal como se viene diciendo, ese Ilustre Tribunal entiende que de acuerdo a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos, los recursos judiciales deben existir no sólo formalmente, sino que deben ser efectivos y adecuados. “Que sean adecuados significa que la función de esos recursos, dentro del sistema de derecho interno, sea idónea para proteger la situación jurídica infringida. En todos los ordenamientos existen múltiples recursos, pero no todos son aplicables en todas las circunstancias. Si, en un caso específico, el recurso no es adecuado es obvio que no hay que agotarlo. Así lo indica el principio de que la norma está encaminada a producir un efecto y no puede interpretarse en el sentido que no produzca ninguno o su resultado sea manifiestamente absurdo o irrazonable... Un recurso debe ser, además, eficaz, es decir, capaz de producir el resultado para el que ha sido concebido
”.  Y para ello resulta necesario analizar en cada caso la posibilidad razonable de obtener el remedio
.

En forma coincidente con la postura de la Corte, la CIDH ha manifestado: "... la formalidad del acceso a los recursos judiciales no es suficiente por sí sola para satisfacer la garantía del artículo 25. El estándar mínimo de la Convención es el de una protección judicial efectiva
". 

En suma, el derecho a la protección judicial únicamente se ajusta a las prescripciones de la Convención Americana, si reúne ciertas y determinadas condiciones: el recurso judicial existente en el ámbito interno para remediar una violación a los derechos humanos protegidos en la Declaración y en la Convención debe ser adecuado, efectivo y sustanciarse de acuerdo a las reglas del debido proceso legal. 
Recurso adecuado, según palabras de la Corte, significa que debe ser el apropiado a fin de dar amparo al individuo en el caso particular. Ejemplificando lo expuesto, una acción de daños y perjuicios no resulta el medio adecuado para llevar a cabo una investigación en relación al homicidio de determinada persona.

Recurso eficaz, implica que debe poseer la potencialidad de reparar la situación jurídica infringida.

Por su parte, la CIDH consideró oportuno formular “ciertas garantías que, sin perjuicio de las situaciones críticas por las que eventualmente atraviesen los Estados, deben caracterizar la administración de justicia, y cuya implementación y adecuación a las circunstancias particulares de cada Estado, corresponde a sus autoridades:

· garantizar la no intervención de los poderes ejecutivo y legislativo en los asuntos propios del Poder judicial;

· dotar al Poder Judicial del apoyo político y de los medios necesarios para que cumpla su función de garante de los derechos humanos a plenitud (...);

· mantener la vigencia del Estado de Derecho, y declarar estados de emergencia solamente cuando ello sea absolutamente necesario, en los términos de los artículos 27 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 4 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, estructurando adecuadamente dicho régimen, de modo que no afecte la independencia de los distintos órganos del poder;

· consagrar el acceso irrestricto a la jurisdicción e incorporar, cuando ello sea necesario, a la víctima en calidad de legitimada para el ejercicio de la acción punitiva;

· asegurar la efectividad de las garantías judiciales indispensables para la protección de los derechos humanos, removiendo los obstáculos que se oponen a su trámite rápido y adecuado;

· garantizar el debido proceso legal -acusación, defensa, prueba y sentencia- mediante la sustanciación pública de los procesos;

· garantizar el conocimiento inmediato por los jueces de todos los hechos y situaciones en los que se restrinjan o suspendan los derechos humanos, con independencia de la situación jurídica de los imputados;

· remover los obstáculos procesales que dilatan el procedimiento, de manera que los juicios se sustancien en un plazo razonable y se concluyan mediante sentencias exhaustivas; 

· garantizar la sustanciación independiente de las causas penales y de las civiles o contencioso-administrativas por indemnización de daños y perjuicios"
.

V.1.b. El agotamiento de los recursos internos y la preeminencia de las jurisdicciones locales

Tanto la doctrina
 como la propia Corte
 han precisado que el agotamiento de los recursos internos es un requisito establecido en favor del Estado, que deriva de la naturaleza subsidiara de los mecanismos internacionales de protección. De esa manera se pretende que el Estado tenga la ocasión de remediar, conforme a su propio ordenamiento, las eventuales violaciones a los derechos humanos antes de responder ante un órgano internacional por los actos que se le imputan.

Ahora bien, desde una perspectiva teleológica de la Convención, este privilegio procesal del Estado también debe ser entendido como su obligación simultánea, permanente e insoslayable de proveer los recursos adecuados y efectivos en las jurisdicciones locales, en consonancia con su obligación permanente de adoptar las medidas de derecho interno necesarias para hacer realidad los derechos y libertades reconocidos por la Convención
. No hay que perder de vista que, para la correcta protección de los derechos fundamentales, ante todo deben prevalecer las jurisdicciones locales antes que la internacional, la que -por definición- es coadyuvante o complementaria de la interna
.

Este es el sentido de la estrecha relación que une al agotamiento de los recursos internos con la materia de fondo. Así, la propia Corte tiene dicho que "según [la regla del previo agotamiento de los recursos internos], los Estados Partes se obligan a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violación de los derechos humanos (art. 25), recursos que deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso legal (art. 8.1), todo ello dentro de la obligación general a cargo de los mismos Estados de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (art. 1). Por eso, cuando se invocan ciertas excepciones a la regla (como son la inefectividad de tales recursos o la inexistencia del debido proceso legal), no sólo se está alegando que el agraviado no está obligado a interponer tales recursos, sino que indirectamente se está imputando al Estado involucrado una nueva violación a las obligaciones contraídas por la Convención. En tales circunstancias, la cuestión de los recursos internos se aproxima sensiblemente a la materia de fondo"
.

En consecuencia, y considerando los extensos plazos propios de los sistemas internacionales de protección y la delicada entidad de los bienes jurídicos en juego que ameritan su urgente tutela, es de vital importancia que los Estados comprendan que es -ante todo- su responsabilidad el respeto y promoción de los derechos humanos mediante el establecimiento de mecanismos sustantivos y adjetivos que permitan dicha protección de manera adecuada, efectiva, y oportuna. Esta y no otra debe ser la interpretación del objeto y fin de la Convención y de la subsidiariedad de su sistema de protección.





                * * *

Habiendo dejado sentado la importancia fundamental del derecho a la tutela judicial efectiva y su conceptualización por los órganos del sistema interamericano, estamos en condiciones de afirmar que los pensionistas peruanos no han accedido a una tutela efectiva por parte de un tribunal de justicia, tal como se encuentra previsto en el ordenamiento jurídico interamericano.

En efecto, por un lado, el recurso al que tuvieron acceso a fin de objetar la disminución de sus haberes previsionales no es un recurso eficaz en tanto no ha producido el resultado para el que fue previsto, es decir, no fue capaz de remediar la violación denunciada. En íntima relación con la violación al recurso judicial efectivo, se ha quebrantado la garantía del plazo razonable. En efecto, el remedio al que tuvieron acceso los peticionarios del caso, no fue sustanciado en el marco del debido proceso legal, ya que su tramitación ha excedido el lapso razonable, circunstancia que lo torna inefectivo. Veamos. 
V.1.c. La ejecución de las decisiones judiciales como parte integrante del derecho a un recurso judicial efectivo 

Diremos en primer término que la propia Convención Americana sobre Derechos Humanos entiende que el recurso efectivo es inescindible del cumplimiento de la decisión en que se haya estimado procedente el recurso.

Así, el artículo 25 de la CADH que prevé el derecho al recurso judicial efectivo, establece en forma inequívoca:

“Los Estados partes se comprometen a: c. garantizar el cumplimiento por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso”. 

Unicamente puede predicarse la efectividad de un recurso cuando la decisión recaída en el proceso es cumplida por el condenado. De lo contrario, el derecho estaría vacío de todo contenido y significaría poco más que una declaración de principios. 

En relación al derecho a la protección judicial, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que:

“El artículo 25.1. incorpora el principio, reconocido en el derecho internacional de los derechos humanos, de la efectividad de los instrumentos o medios procesales destinados a garantizar tales derechos. Como ya la Corte ha señalado, según la Convención, ‘los Estados partes se obligan a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violación de los derechos humanos (art. 25), recursos que deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso legal (art. 8.1.), todo ello, dentro de la obligación general a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción’ (Corte Interamericana de Derechos Humanos, Casos Velázquez Rodríguez, Fairén Garbi y Solís Corrales, Godínez Cruz, Excepciones preliminares, sentencias del 26 de junio de 1987, # 90, 90 y 92, respectivamente)"
.  

Debe ponerse de resalto que para que un recurso judicial exista, “no basta con que esté previsto por la Constitución o la ley o con que sea formalmente admisible, sino que se requiere que sea realmente idóneo para establecer si se ha incurrido en una violación a los derechos humanos y proveer lo necesario para remediarla. No pueden considerarse efectivos aquellos recursos que, por las condiciones generales del país o incluso por las circunstancias particulares de un caso dado, resulten ilusorios. Ello puede ocurrir, por ejemplo, cuando su inutilidad haya quedado demostrada por la práctica, porque el Poder Judicial carezca de la independencia necesaria para decidir con imparcialidad o porque falten los medios para ejecutar sus decisiones; por cualquier otra situación que configure un cuadro de denegación de justicia, como sucede cuando se incurre en un retardo injustificado en la decisión; o por cualquier otra causa, no se permita al presunto lesionado el acceso al recurso judicial”
. 

En igual línea de interpretación, el Tribunal Europeo considera que la ejecución de una sentencia de cualquier jurisdicción debe ser considerada parte integrante del proceso
. Afirma el tribunal de mención que "el derecho a acceder a un tribunal -art. 6- protege igualmente el cumplimiento de las decisiones judiciales definitivas y obligatorias que, en un estado que respeta la preeminencia del derecho, no pueden resultar inoperantes en detrimento de una parte"
, razón por la cual la ejecución de una decisión judicial no puede retardarse excesivamente.

Reforzando la idea de que el derecho a la protección judicial devendría en una mera formalidad si el reclamante no pudiera hacer valer la decisión que en definitiva recae en el proceso, la Corte europea afirmó que "el derecho de acceder a un tribunal sería ilusorio si el orden jurídico interno de un Estado parte permitiese que una decisión judicial definitiva y obligatoria resultase inoperante en perjuicio de una de las partes"
. En efecto, continúa la Corte, "no se comprendería que el artículo 6.1. describa en detalle las garantías del proceso reconocidas a las partes -equidad, publicidad y celeridad- y que no se proteja al mismo tiempo la ejecución de las decisiones judiciales. Si este artículo debiera interpretarse en el sentido de receptar exclusivamente el acceso a un tribunal y el desarrollo de la instancia, se crearían situaciones incompatibles con el principio de la preeminencia del derecho"
.  

Según las consideraciones vertidas hasta aquí, resulta en consecuencia que el principio de la efectividad del recurso judicial se torna ilusorio si la decisión judicial resultante no es efectivizada a través de los medios legales pertinentes. 

La sentencia –objeto de todo proceso judicial- que se dicte en un caso concreto debe ser cumplida, caso contrario se torna en una mera formalidad, sin efecto práctico alguno. 

Es esta, Ilustre Comisión, la hipótesis que se configura en el presente caso. 

En efecto, la situación denunciada, refleja la inexistencia de un recurso judicial efectivo en los términos de la Convención. Así, ni las acciones de amparo incoadas por los peticionarios, ni las acciones penales interpuestas, ni incluso la acción de incumplimiento que interpuso uno de ellos para hacer cumplir las resoluciones administrativas dirigidas a hacer efectivas las sentencias favorables que se dictaron en los procesos de amparo, surtieron efecto alguno. Ninguno de los recursos empleados por los peticionarios en el ámbito de la jurisdicción interna tuvo la potencialidad suficiente para reparar la situación jurídica infringida. Ninguno de los recursos intentados, a más de 8 años de iniciados, han tenido la virtualidad de reparar las violaciones alegadas. 

Por último, es necesario referirse al instituto de la cosa juzgada en atención a que las sentencias, cuyo cumplimiento se reclaman han quedado quedado firmes y en consecuencia el Estado peruano no puede sino arbitrar los medios indispensables para su cumplimiento. 

Al repasar los aportes de la doctrina y de los  estudiosos  de las teorías del proceso civil  más connotados en el continente   (Eduardo J. Couture, Juan C.Hitters, Hugo Alsina, Hernando Devis Echandía, entre otros)  nos vemos tentados en encontrar una  definición que precise el concepto jurídico del instituto. Al revisar los textos de los autores enunciados, nos inclinamos por la fórmula de Couture, que intenta definir el Instituto como ...”la autoridad y eficacia de una sentencia  judicial cuando no existen  contra ella medios de impugnación que permitan modificarla”.  

Pasemos a examinar ahora el valor de la cosa juzgada  como un atributo de la autoridad. En este sentido, la autoridad de la cosa juzgada  está íntimamente relacionada con la jurisdicción, es decir el atributo del deber -poder del Estado para solucionar conflictos de intereses intersubjetivos-.   Por ello la “autoridad" es una calidad y atributos propios  de la sentencia  que ha adquirido carácter definitivo.  Vale la pena  recurrir a la comparación entre una sentencia y laudo arbitral  para delimitar este poder de eficacia de la  primera, pues en tanto la sentencia tiene como corolario el atributo  de la autoridad,  del  imperium , a su turno el laudo arbitral carece de la misma,  no tiene fuerza urbi et orbi.

Los alcances de la cosa juzgada  han variado en el tiempo y  compás de las transformaciones histórico-sociales. Sin embargo,  uno de tantos atributos de  instituto son los relacionados con  la inimpugnabilidad, inmutabilidad y coercibilidad. La cosa juzgada es inimpugnable, en mérito a que la propia ley impide que se produzcan ataques posteriores tendientes a obtener la  revisión de la misma materia, para lo cual se aplica el principio conocido como: “non bis in eadem”

En cuanto a la inmutabilidad  nos referimos a que ningún otro pronunciamiento judicial, sea de oficio o a petición de parte, podrá modificar o alterar  los  términos de la sentencia pasada a cosa juzgada.  En tanto que la coerción  resulta  como consecuencia  de las sentencias condena pasadas en  cosas juzgadas, siempre que así si lo pida el acreedor.

Pasaremos ahora a  examinar la cosa juzgada como proceso, como jurisdicción y como derecho; bien como la cosa juzgada formal y la cosa juzgada material.

En tanto proceso, la cosa juzgada constituye el elemento teológico de este es decir, apunta hacia el fin natural de la pretensión y de la contradicción expresadas en el proceso. En ese sentido, todo proceso culmina en una sentencia que da lugar a una cosa juzgada, porque de no hacerlo así estaríamos ante meros actos procedimentales.

Se dice que  entre proceso y cosa juzgada es éste una relación equivalente a la de medios y fines, es decir, la pretensión del derecho que por medio de un proceso se logre la justicia, la paz,  la seguridad  y la convivencia. Se puede afirmar que sin cosa juzgada no hay procedimiento que llegue a su fin.

En cuanto a la jurisdicción, la cosa juzgada es un atributo de esta, puesto que ninguna otra actividad jurisdiccional  reúne las características de irrevisibilidad, inmutabilidad y coercibilidad.

En tanto al derecho la cosa juzgada constituye en el orden jurídico la ley aplicada a un caso concreto a resultas de un proceso. En ese sentido, la cosa juzgada asume materialidad corpórea, ya que a diferencia de la ley en abstracto, la cosa juzgada es el derecho en movimiento aplicado a una pretensión determinada originada por la pretensión de un justiciable y que se logra a través del propio proceso. Podemos sostener que la cosa juzgada afirma la lex continuitatis del derecho.

Es de suma importancia para la doctrina del instituto la distinción entre cosa juzgada formal y la cosa juzgada material. La distinción entre una situación y otra se relaciona con los límites de la propia cosa juzgada. Podemos indicar que cuando una sentencia admite la posibilidad de una modificación en algún procedimiento futuro, nos encontramos ante la presencia de la cosa juzgada formal, en cambio, cuando nos encontramos con una sentencia que al agregarse la condición de inimpugnable encontramos la condición de inmodificable en cualquier procedimiento, nos encontramos ante la cosa juzgada material ya que ninguna autoridad podrá modificar lo ya resuelto. 

V.2. El derecho a que el proceso se sustancie en un plazo razonable

La garantía del plazo razonable constituye un aspecto fundamental del debido proceso legal y es consustancial al concepto de recurso judicial efectivo. Para que un recurso judicial pueda considerarse efectivo, es decir, capaz de producir el resultado para el que fue previsto, indudablemente debe ser sustanciado en un lapso razonable. Un recurso judicial puede devenir inefectivo si el término de su tramitación es excesivo. El plazo en que se sustancia el recurso judicial resulta un elemento a tener en cuenta a fin de que pueda ser calificado como eficaz.

En este sentido, la Comisión Interamericana ha expresado que “el derecho a un proceso dentro de un plazo razonable que prevé la Convención Americana se fundamenta, entre otras razones, en la necesidad de evitar dilaciones indebidas que se traduzcan en una privación y denegación de justicia de personas que invocan la violación de derechos protegidos por la referida Convención”
. 

En el caso bajo examen, la evaluación del plazo razonable debe necesariamente considerar la edad avanzada de los peticionarios, así como el objeto del reclamo ante la justicia, es decir, los beneficios de la seguridad social, de vital importancia para su subsistencia. De hecho, tal como manifestamos anteriormente, la duración exorbitante de los procedimientos determina que las personas jubiladas fallezcan sin que sus reclamos hayan encontrado eco positivo en las autoridades estatales. En efecto, el Sr. Maximiliano Gamarra Ferreira ha fallecido sin lograr que se ejecute la decisión judicial dictada a su favor.

Tanto la Comisión como la Corte Interamericana han receptado la doctrina de la Comisión y la Corte europea en materia de “plazo razonable”. 

La Comisión ha expresado que “ni la Convención Americana ni la europea han aclarado el alcance de la expresión ´plazo razonable´, no obstante, “existen muchísimos antecedentes en la jurisprudencia de órganos internacionales de acuerdo con los cuales se ha considerado, a la luz de las circunstancias particulares de cada caso, los siguientes criterios: la complejidad del litigio, la conducta de los demandantes y de las autoridades judiciales y la forma como se ha tramitado la etapa de instrucción del proceso”
. 

La Corte Interamericana, por su parte, sostiene que “el artículo 8 de la Convención Americana también se refiere al plazo razonable. Este no es un concepto de sencilla definición. Se pueden invocar para precisarlo los elementos que ha señalado la Corte Europea de Derechos Humanos en varios fallos en los cuales se analizó este concepto ... de acuerdo con la Corte Europea, se deben tomar en cuenta tres elementos para determinar la razonabilidad del plazo en el cual se desarrolla el proceso: a) la complejidad del asunto; b) la actividad procesal del interesado; c) la conducta de las autoridades judiciales (Ver entre otros, Eur. Court H.R., Motta, judgement of 19 February 1991, Series A N° 195-A, párr. 30; Eur. Court H.R., Ruiz Mateos v. Spain, judgement of 23 June 1993, Series A N° 262)”
. 

Adicionalmente, expresa la Corte que “el estudio de las eventuales demoras en las diversas etapas del proceso, la Corte Europea ha empleado para determinar la razonabilidad del plazo en el conjunto de su trámite lo que se llama ´análisis global del procedimiento´ (Motta, supra 77, párr. 24; Eur. Court, H.R., Vernillo judgement of 20 February 1991, Series A N° 198 and Eur. Court H.R., Unión Alimentaria Sanders S.A. judgement of 7 July 1989, Series A, N° 157)"
. 

En materia civil, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha sostenido que “el punto de partida para la evaluación del plazo razonable debe comenzar el día en que se acude a la jurisdicción competente
. 

Ahora bien, si es necesario acudir en primer término a la vía administrativa, es a partir del comienzo de la utilización de dicha vía, el momento a partir del cual se inicia el cómputo del plazo razonable
. 

En cuanto al momento que debe considerarse como determinante de la finalización del proceso para evaluar el plazo razonable, el TEDH engloba el conjunto del proceso. En consecuencia, el mismo debe darse por concluido en el momento en que el interesado es notificado de la sentencia definitiva; en este concepto quedan comprendidas todas las apelaciones que la legislación permita
.

Sin embargo, cuando el que obtiene una sentencia definitiva se ve obligado a realizar diligencias procesales posteriores a dicha sentencia para hacerla efectiva, resulta evidente que el tiempo que demandan esas diligencias o recursos debe computarse como tiempo del proceso. Ello es así, pues el concepto de plazo razonable no puede comprenderse adecuadamente si se lo desvincula del concepto de recurso judicial efectivo. El recurso judicial efectivo, es decir aquel que es realmente idóneo para establecer si se ha incurrido en una violación a los derechos humanos y proveer lo necesario para remediarla, no puede escindirse de la duración del proceso. La duración del proceso es uno de los elementos que determina la efectividad del recurso. En consecuencia, el cómputo del plazo en que se sustancia el proceso debe tomar como momento final aquel en el que la decisión es efectivizada. Así, frente a la necesidad de acudir a la instancia correspondiente a las cortes constitucionales y su vinculación con los cómputos de los tiempos procesales, la Corte europea determinó que deben ser tenidos en cuenta en la medida en que el resultado que se obtenga en aquéllas, pueda influir en el éxito del litigio debatido ante las jurisdicciones ordinarias
. 

Por lo demás, esta compresión del plazo razonable se ajusta al entendimiento que ofrece la Corte europea del concepto de recurso judicial efectivo. 

Hasta aquí podemos afirmar que de acuerdo a los parámetros puntualizados más arriba, resulta palmaria la violación en que incurre el Estado peruano de la garantía del plazo razonable. Según ya hemos demostrado, en los casos que se ventilan ante esa Comisión, es la conducta recalcitrante de las autoridades estatales en el cumplimiento de las sentencias judiciales la que genera que los procesos se extiendan sine die. 
Ahora bien, esa Comisión debe considerar un elemento adicional que indudablemente refuerza la postura de esta parte en el sentido de que el Estado peruano es responsable de la violación de la garantía del plazo razonable. El TEDH ha tomado como criterio adicional para evaluar la razonabilidad de la duración de los procesos en el ámbito interno de los Estados, la materia debatida. Así, los procesos de la seguridad social han merecido una protección especial teniendo en cuenta que están en juego derechos urgentes. El Tribunal Europeo sostuvo en relación al tiempo que requería un tribunal alemán para examinar un proceso de la seguridad social, que se extendía a diez años, siete meses y tres semanas, que de acuerdo a las circunstancias de la causa “... semejante duración se revela anormal, teniendo en cuenta la particular diligencia requerida en materia de seguridad social”
. 

En el caso "Lombardo", en concordancia con la consideración de la materia involucrada en el caso, el TEDH evaluó la "importancia de aquello que está en juego para el denunciante". En el caso, el denunciante reclamaba en el ámbito interno por los beneficios de la seguridad social. En igual sentido, se pronunció en el caso  "Submann c. Alemania", en el que expresó que "el carácter razonable de la duración de un procedimiento se aprecia en cada caso a la vista de las circunstancias que concurran y teniendo en cuenta la complejidad del caso, la conducta de las partes y de las autoridades y la importancia de lo que está en juego para el peticionante en el litigio (ver, el más reciente caso, Phocas c. Francia: 23/4/96, pár. 71)"
. 

En aplicación del criterio descripto, el TEDH ha requerido particular diligencia en casos concernientes a la situación laboral del denunciante
 o su salud mental
.

Por otro lado, y de aplicación estricta al presente caso, el TEDH ha requerido particular diligencia "cuando la demora tornaría el procedimiento inútil". Así, en el caso "X c. Francia", se requirió excepcional diligencia en un reclamo civil hecho por un hemofílico contra el Estado en el que se alegaba que se le había realizado una transfusión de sangre negligente por la que había contraído el virus del HIV, considerando la posibilidad de que el peticionante muriera
. 

Esa Ilustre Comisión debe apreciar que en el caso bajo examen, los peticionarios reclaman por los beneficios de la seguridad social, materia que ha requerido por el TEDH,  la adopción de una particular diligencia por parte de los tribunales internos y por otro lado, que la demora, en efecto, torna lisa y llanamente inútil el  procedimiento. Al respecto, ya hemos puesto de manifiesto la elocuencia de la muerte de uno de los peticionarios sin ver cumplidos sus reclamos.  

Por último, en relación a las circunstancias que podrían dispensar la demora, el Estado peruano no puede alegar la cantidad de causas previsionales en trámite. Es de señalar que los Estados europeos no han podido argumentar con éxito la “sobrecarga de trabajo”. Al respecto, el TEDH ha puntualizado que “ ...  el artículo 6.1. obliga a los Estados contratantes a organizar su sistema judicial de tal manera que sus tribunales puedan cumplir cada una de sus exigencias”
. En igual orden de ideas, el TEDH impone una obligación a los Estados parte, que se aplica sin tener en cuenta el costo económico de "organizar el sistema legal de manera tal de permitir a los tribunales cumplir con las exigencias impuestas por el artículo 6.1"
. Se sigue de lo dicho que un Estado puede ser responsabilizado no sólo por la demora en la conducción de un caso particular en el marco de un sistema de administración de justicia generalmente expeditivo, sino también por la omisión de incrementar recursos en respuesta a una acumulación de casos y por deficiencias estructurales en su sistema de justicia que ocasiona demoras
.

V.3. El derecho a la seguridad social de las personas mayores de edad

V.3.a. Generalidades

El grupo constituido por las personas de edad han ido adquiriendo más y más importancia con el correr de los años ya que, al elevarse la expectativa de vida, cada vez es mayor el número de personas que lo compone.

Este incremento de la importancia que mundialmente tienen las personas mayores se ve plasmado, por ejemplo, en la designación de un Día Internacional de las Personas de Edad que se celebra hace ya 10 años, en la decisión de Organización de las Naciones Unidas de establecer, el año 1999, como el Año Internacional de las Personas de Edad y en la adopción de los Principios de las Naciones Unidas en favor de las personas de Edad. 

Mediante resolución 46/91, el 16 de diciembre de 1991, la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó los Principios de las Naciones Unidas en favor de las personas de edad. Entre los puntos más salientes de estos principios se encuentran: la independencia, los cuidados y la dignidad.

Según esta resolución, la independencia implica, entre otras cosas, tener acceso a alimentación, agua, vivienda, vestimenta y atención de salud adecuados, mediante ingresos, apoyo de sus familias y de la comunidad y su propia autosuficiencia. Asimismo, respecto a los cuidados, se establece que las personas de edad deberán tener acceso a servicios de atención de salud que les ayuden a mantener o recuperar un nivel óptimo de bienestar físico, mental y emocional, así como a prevenir o retrasar la aparición de la enfermedad. Por último las personas de edad deberán poder vivir con dignidad y seguridad. 

El vocablo “dignidad” es el que probablemente abarque más cabalmente todos los derechos de las personas de edad. Poder vivir dignamente incluye necesariamente “tener acceso a alimentación, agua, vivienda, vestimenta y atención de salud adecuados”, por lo que la independencia y la posibilidad de recibir cuidados resultan requisitos indispensables para poder tener una vida digna.

Esta dignidad se consigue, en gran medida, a través de ingresos, que en el caso de las personas de edad casi siempre lo constituye la remuneración por vejez proporcionada por el Estado. Así, queda establecido que la posibilidad de que las personas de edad puedan tener una vida digna depende, en gran parte, de que el Estado cumpla con las deberes a los que se ha obligado.

En su reunión en Filadelfia, en 1944, la Organización Internacional del Trabajo (OIT) estableció que la seguridad social comprende el conjunto de medidas adoptadas por la sociedad a fin de garantizar a sus miembros, por medio de una organización apropiada, una protección suficiente contra ciertos riesgos a los que se hallan expuestos y que les originan gastos imprevistos.

En 1951, señalando las normas mínimas y los objetivos de la seguridad social
, afirmaba la OIT que aquella se propone asegurar a cada trabajador o persona a su cargo, por lo menos, medios de subsistencia que le permitan hacer frente a cada contingencia que origine la pérdida involuntaria de ingresos del trabajador o que los reduzca de tal manera que no pueda cubrir las necesidades de su familia. Estas contingencias comprenden: la enfermedad, el accidente de trabajo, la invalidez, la vejez y la muerte.

Este derecho se encuentra ampliamente reconocido y ha sido receptado por numerosos instrumentos internacionales. 

En el ámbito americano, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, en su artículo XVI establece que “toda persona tiene derechos a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la incapacidad...”. Asimismo, el Protocolo Adicional a la Convención Americana de Derechos Humanos, en su artículo 9 estipula que “toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes”. 

En el ámbito universal, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en su artículo 9 establece que “los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la seguridad social, incluso al seguro social”. Por su parte, numerosos convenios de la OIT (entre los que se encuentran el 35, 37, 38, 102 y el 128) reglamentan el derecho a la seguridad social estableciendo, entre otras cosas, como ha sido ya mencionado, normas mínimas imponibles y objetivos. 

V.3.b. Su relación con otros derechos: el derecho a la vida, a la integridad física y a la salud 

El derecho a la seguridad social se encuentra íntimamente relacionado con la mayoría de los derechos humanos. Partiendo de la base de que el ejercicio de este derecho es, para mucha gente, condición sine qua non para la subsistencia, es claro que el ejercicio de los demás derechos depende, en buena medida, del efectivo ejercicio del derecho a la seguridad social. 

Entre todos esos derechos tienen fundamental importancia el derecho a la vida, a la integridad física y psíquica y a la salud. 

Ya el Comité de Derechos Humanos ha observado que el derecho a la vida ha sido con mucha frecuencia interpretado en forma excesivamente restrictiva. La expresión "el derecho a la vida es inherente a la persona humana" no puede entenderse de manera restrictiva y la protección de este derecho exige que los Estados adopten medidas positivas
.

Estos derechos también han sido receptados por numerosos instrumentos internacionales, tanto regionales como universales. Así, el derecho a la vida se encuentra protegido en el artículo 4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, artículo I de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, el artículo 3 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y el artículo 6 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, entre otros. 

Por su parte el derecho a la salud se encuentra plasmado en el artículo 10 del Protocolo Adicional a la Convención Americana de Derechos Humanos y el artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Sin perjuicio de que dicho derecho puede interpretarse tácitamente incluido en el derecho a la integridad física que también es ampliamente reconocido.

V.3.c. Obligaciones de los Estados respecto de los derechos económicos, sociales y culturales

Dentro de las obligaciones que tienen los Estados respecto a los derechos económicos sociales y culturales se encuentran la de adoptar medidas inmediatas, la de garantizar niveles esenciales de los derechos, y la de progresividad y prohibición de regresividad, según las formulaciones realizadas por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en sus Observaciones Generales.

Así, el artículo 1 del Protocolo Adicional a la Convención Americana de Derechos Humanos (Protocolo de San Salvador) establece que los Estados Partes “se comprometen a adoptar las medidas necesarias ... hasta el máximo de los recursos disponibles y tomando en cuenta su grado de desarrollo, a fin de lograr progresivamente, y de conformidad con la legislación interna, la plena efectividad de los derechos que se reconocen en el presente Protocolo”. 

Por su parte, el artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) establece que los Estados “se comprometen a tomar medidas hasta el máximo de los recursos disponibles, para lograr progresivamente por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos reconocidos en el Pacto”. 

Sintéticamente,  en función de las conceptualizaciones del Comité, podemos definir las obligaciones de los Estados en materia de derechos económicos y sociales del siguiente modo: 

1. Obligación de tomar medidas

La obligación de adoptar medidas implica para los Estados el deber de adoptar en un plazo razonablemente breve a partir de su ratificación, actos concretos orientados lo más claramente posible hacia la satisfacción de la totalidad de las obligaciones. Se trata de una obligación de “dar pasos”, por lo que de no haber marchado o haberlo hecho hacia otro lado, o retrocedido, el estado deberá responder
. 
2. Obligación de asegurar niveles esenciales de derechos

Respecto a la obligación de asegurar la satisfacción de por lo menos niveles esenciales de cada uno de los derechos, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales considera que ésta surge del artículo 2.1 del Pacto. Según los casos, implica adoptar medidas que conlleven algún tipo de acción positiva (cuando aún no se haya alcanzado un grado de satisfacción mínimo de los derechos), o conservar la situación existente, es decir, no retroceder. No existe otra interpretación posible respecto del Pacto. Si este no estableciera estándares mínimos que los Estados deben respetar, éste carecería prácticamente de razón de ser.

Para que un Estado pueda aducir que no cumple con las obligaciones mínimas por falta de recursos disponibles, debe demostrar que ha realizado todo el esfuerzo a su alcance para utilizar la totalidad de los recursos que están a su disposición en pos de satisfacer, con carácter prioritario, esas obligaciones mínimas.

3. Obligación de progresividad y prohibición de regresividad 

La noción de progresividad abarca dos sentidos complementarios. Por un lado, el reconocimiento de que la satisfacción plena de los derechos establecidos en el Pacto supone una cierta gradualidad. En este sentido, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales expresa en su Observación General N° 3 que “el concepto de realización progresiva constituye un reconocimiento de que la plena realización de los derechos económicos, sociales y culturales generalmente no podrá lograrse en un período corto de tiempo”
.  Por otro lado, la noción de progresividad implica un segundo sentido, el de progreso, que consiste en la obligación estatal de mejorar las condiciones de goce y ejercicio de los derechos.

La obligación asumida por los Estados de implementar progresivamente los derechos económicos, sociales y culturales, implica a su vez la obligación de no regresividad, es decir, la prohibición para el Estado de adoptar medidas que empeoren la situación de los derechos económicos, sociales y culturales de los que gozaba la población una vez adoptado el tratado internacional respectivo. Esto resulta evidente ya que desde el momento que el Estado se obliga a mejorar una situación existente, simultáneamente asume la prohibición de reducir los niveles de protección de estos derechos. 

La obligación de no regresividad comporta una limitación que los tratados imponen sobre los Poderes Legislativo y Ejecutivo a la posibilidad de reglamentar los derechos económicos, sociales y culturales. Esta obligación veda la posibilidad de dictar normas que deroguen o reduzcan el nivel de los derechos económicos, sociales y culturales de los que goza la población, es decir que imposibilita a los Estados a empeorar la situación de reglamentación del derecho vigente. Se trata de una garantía que tiende a proteger la normativa imperante al momento de adoptarse la obligación internacional, y el nivel de goce alcanzado, en el caso de que se haya producido alguna mejora.

Esta prohibición no es absoluta ya que el artículo 4 del PIDESC habla de la posibilidad de someter los derechos a algunas limitaciones. En este sentido, establece que dichas limitaciones deberán estar determinadas por ley, ser compatibles con la naturaleza de esos derechos y tener el objetivo de promover el bienestar general en una sociedad democrática. Por ende, estas restricciones no pueden ser infundadas o arbitrarias sino razonables, es decir, justificadas por los hechos y las circunstancias que les han dado origen, y por las necesidades de salvaguardar el interés público comprometido, y proporcionadas a los fines que se pretenden alcanzar con ellas. 

Al respecto, la Observación General Nº 3 establece que “cualquier medida deliberadamente regresiva requerirá la más cuidadosa consideración y deberá ser justificada plenamente por referencia a la totalidad de los derechos previstos en el Pacto y en el contexto del aprovechamiento del máximo de los recursos de que se dispone”
.

Al ser el cumplimiento del Pacto exigible a nivel interno, la prueba de que una ley es regresiva, y por lo tanto contraria al principio de progresividad establecido en el instrumento antes mencionado, determina una presunción de invalidez, transfiriendo al Estado la carga de argumentar a favor de la racionalidad de la legislación propuesta.

Desde el punto de vista procesal, corresponde al demandante demostrar en un primer paso el carácter regresivo de la norma, por ejemplo acreditando que el grado de protección ofrecido por la nueva normativa constituye un retroceso con respecto al existente con la norma anterior. Probado esto la norma se presume inválida y corresponde al Estado la carga de acreditar que, pese a ser regresiva, la norma es justificable a partir de su potencialidad protectoria de otros derechos.  

Respecto al standard de interpretación, teniendo en cuenta la presunción de invalidez que existe sobre la norma regresiva y la posición de ventaja en la que naturalmente se encuentra el Estado para producir prueba, el juez debe emplear un criterio estricto para analizar la razonabilidad de la restricción del derecho. Esto sumado a la obligación del magistrado de aplicar el principio pro homine que determina que, en caso de duda, debe escogerse la interpretación que otorgue mayor extensión a los derechos, frente a aquella que brinde mayores prerrogativas al Estado.  

Asimismo, el Estado no puede argumentar sobre cualquier base. La Observación General Nº 3 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales fija los términos del posible marco argumentativo del Estado: la medida regresiva “deberá ser justificada plenamente por referencia a la totalidad de los derechos previstos en el Pacto y en el contexto del aprovechamiento pleno del máximo de los recursos de que se dispone”
. Esto quiere decir que el Estado solo podría demostrar la regresividad de una medida probando que la nueva legislación, a pesar de retroceder en algún derecho, implica un avance respecto de la totalidad de los derechos previstos en el Pacto. Este es un punto importante ya que implica la imposibilidad para el Estado de utilizar, por ejemplo, argumentos generales de política pública o disciplina fiscal sino que debe especificar concretamente qué otros derechos previstos en el Pacto se favorecieron con la medida.

Por último resta establecer cuándo una norma es regresiva. Según lo prescripto por el artículo 2 del PIDESC lo será cuando el grado de efectividad del derecho reglamentado por la norma impugnada resulte menor al que había alcanzado antes de la sanción de la misma, esto es, cuando el derecho se vea limitado, restringido o reducido en su extensión o sentido, o se le imponga a su ejercicio condiciones que antes no existían. 

4. Las obligaciones asumidas por los Estados aplicadas al caso en análisis

El derecho a la seguridad social, y en particular el derecho a percibir una remuneración por vejez, es uno de los derechos consagrados en la DADH, el Protocolo de San Salvador y el PIDESC, tal como hemos referido. En consecuencia, las obligaciones que surgen para los Estados son las desarrolladas en los puntos anteriores. En particular, Perú debía atenerse a la obligación de progresividad y no regresividad respecto del derecho a la seguridad social. Veamos. 

Al establecer, mediante el Decreto N° 25.792, una reducción en la remuneración por vejez percibida por los empleados comprendidos en el Decreto N° 20.530, el Estado peruano ha incurrido en una regresión en los derechos económicos, sociales y culturales que gozaban las personas a las que ha perjudicado la medida, sin intentar ningún tipo de justificación acorde con las consideraciones del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 

Respecto a las obligaciones generales que tiene el Estado (tomar medidas, garantizar niveles esenciales de derechos y actuar con progresividad) se suma una obligación particular. 

Se trata del deber especial de proteger a los grupos más vulnerables y menos protegidos. No sólo existe un mínimo esencial de protección de cada uno de los derechos, sino un sector de la población que representa el mínimo de ciudadanos que debe recibir, aún durante épocas de crisis, la protección del Estado en relación a sus derechos económicos y sociales.

Al respecto, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en la Observación General Nº 3 “subraya el hecho de que, aun en tiempos de limitaciones graves de recursos, causadas sea por el proceso de ajuste, de recesión económica o por otros factores, se puede y se debe en realidad proteger a los miembros vulnerables de la sociedad”
.

Frente a este cuadro de situación, el derecho a percibir una remuneración por vejez quedaría prácticamente excluido de los pasibles de sufrir restricciones. De hecho son prácticamente nulos los casos en los que se permite la regresividad, y esto se suma al deber especial de protección que tiene el Estado respecto de las personas mayores que le impediría también restringirles sus derechos. Así, el Estado se ve doblemente limitado lo que hace impensable que, en el caso de que exista una necesidad justificada que permita restringir derechos, el Estado pueda optar por menoscabar los de las personas más vulnerables. 

A modo de ejemplo, cabe mencionar que el Comité, en las Observaciones Finales al informe presentado ante él por el Estado argentino, exhortó a este último “a asegurar que el régimen de seguridad social garantice al trabajador una pensión mínima adecuada que no deberá ser ni cercenada ni aplazada unilateralmente, especialmente en tiempos de crisis económica”.

También expresó, en su Observación General Nº 6 que “los Estados Partes en el Pacto están obligados a prestar especial atención al fomento y protección de los derechos económicos, sociales y culturales de las personas de edad”
. 

Más aún, tratándose de un derecho tan indispensable como lo es el de la remuneración, que hace a la subsistencia misma de la persona, no podría pensarse en una restricción ya que es indiscutible que de la subsistencia de la persona depende la posibilidad de ejercer todos los demás derechos. 

Asimismo, el principio 1, de las Naciones Unidas en favor de las personas de edad, que inicia el capítulo correspondiente al derecho a la independencia, establece que: "Las personas de edad deberán tener acceso a alimentación, agua, vivienda, vestuario y atención de salud adecuados, mediante la provisión de ingresos, el apoyo de sus familias y de la comunidad y su propia autosuficiencia”. Tener acceso a todo lo anteriormente enumerado implica poder subsistir dignamente, y esto es posible, en gran medida, y tal como lo establece el propio principio, a través de la “provisión de ingresos”.

V.3.d. La obligación de aplicar el Pacto de Derechos económicos, Sociales y Culturales y la jurisprudencia de su órgano de control por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. El principio pro homine.

Según lo establecido en el artículo 29 b) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos “ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el sentido de (...) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo con otra convención en que sea parte uno de dichos Estados”.

Esta norma implica la posibilidad de la Convención Americana, el Protocolo de San Salvador y la Declaración Americana a adaptarse e integrarse a la evolución de la restante legislación internacional.

El derecho a la seguridad social, recordemos, se encuentra garantizado en el Protocolo de San Salvador, ratificado por Perú y actualmente en vigor y por la Declaración Americana. 

Al respecto, tuvo oportunidad de pronunciarse el Juez Rodolfo E. Piza Escalante que reconoció “la necesidad de interpretar e integrar cada norma de la Convención utilizando los principios yacentes, subyacentes o suprayacentes en otros instrumentos internacionales, en los propios ordenamientos internos y en las tendencias vigentes en materia de derechos humanos, todos los cuales se encuentran en alguna medida incorporados a la Convención misma por virtud del citado artículo 29, cuya amplitud innovadora no tiene parangón en ninguna otro documento internacional”
.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en su Opinión Consultiva N°1 estableció que “puede percibirse una cierta tendencia a integrar los sistemas de protección de los derechos humanos a nivel regional y universal ... En relación con este tema corresponde referirse en especial al artículo 29, que contiene reglas concernientes a la interpretación de la Convención, y que claramente indican la intención de no restringir la protección de los derechos humanos a determinaciones que dependen de la fuente de la obligación”.

En este mismo sentido, en la Opinión Consultiva N° 5, la Corte Interamericana estableció que “...en la hipótesis de que un derecho recogido en la Convención Americana fuera regulado de modo más restrictivo en otro instrumento internacional referente a los derechos humanos, la interpretación de la Convención Americana debería hacerse tomando en cuenta esas mayores limitaciones porque de lo contrario tendríamos que aceptar que lo que es lícito y permisible en el ámbito universal, constituiría una violación en el continente americano, lo que parece evidentemente una afirmación errónea. Más bien pensamos que en cuanto a interpretación de tratados, puede sentarse el criterio de que las reglas de un tratado o convención deben interpretarse en relación con las disposiciones que aparezcan en otros tratados que versen sobre la misma materia. También puede definirse el criterio de que las normas de un tratado regional, deben interpretarse a la luz de la doctrina y disposiciones de los instrumentos de carácter universal  (Subrayado del texto original )". 

En el caso en cuestión el artículo 29 b) cumple una función indispensable ya que los derechos violados por el Estado peruano requieren que la Comisión someta a consideración otros instrumentos internacionales para así proporcionar una adecuada y efectiva “protección especial” a los peticionarios.

Si bien existe este criterio interpretativo amplio a favor de la mayor extensión posible en la protección de los derechos humanos, éste no es absoluto. Así, la Corte ha expresado que si bien es útil “comparar la Convención Americana con lo dispuesto en otros instrumentos internacionales como medio para poner de relieve aspectos particulares de la regulación de un determinado derecho, ... tal método no podría emplearse nunca para incorporar a la Convención criterios restrictivos que no se desprendan directamente de su texto, por más que estén presentes en cualquier otro tratado internacional”
.

Asimismo, la Opinión Consultiva N° 5 arriba mencionada establece que “si a una misma situación son aplicables la Convención Americana y otro tratado internacional, debe prevalecer la norma más favorable a la persona humana. Si la propia Convención establece que sus regulaciones no tienen efecto restrictivo sobre otros instrumentos internacionales, menos aún podrán traerse restricciones presentes en esos otros instrumentos, pero no en la Convención, para limitar el ejercicio de los derechos y libertades que ésta reconoce”.

Esto implica que el criterio aplicable para resolver el conflicto potencial entre dos o más normas de derechos humanos es el principio pro homine que fuerza la aplicación de la norma que más comprehensiva y favorable al individuo. 

En función de lo anteriormente expuesto, el derecho a la seguridad social, garantizado por el Protocolo de San Salvador y la DADH debe ser interpretado por esa Comisión a la luz de su previsión en el PIDESC y de acuerdo a la jurisprudencia emanada de su órgano de control.  Así, en virtud del criterio interpretativo establecido en el artículo 29 b) de la Convención, la Comisión se encuentra obligada a aplicar la norma que mayor protección ofrezca al individuo, por lo que, en este caso, corresponde aplicarse el Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, los Convenios pertinentes de la OIT y todo otro instrumento internacional ratificado por el Estado que proteja en mayor medida el derecho en cuestión.  

VI- PETITORIO


Es por lo manifestado que solicitamos a esa Honorable Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

1- Ser tenidos como Amicus Curiae en el presente caso.

2- Se consideren los argumentos acercados al momento de adoptar el Informe previsto en el artículo 50 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

Julieta Rossi





Juana Kweitel


Abogada CELS                                                       Coordinadora Programa Derechos Económicos, 
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